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CUARTO: Sobre la promoción de un expediente de legalización.  
 
En cuanto a la pendencia de un procedimiento de legalización, debemos confirmar la 
conclusión alcanzada por la sentencia de instancia, que le otorgó el valor de mera 
expectativa que no suspende la ejecutividad de la orden de demolición ni por tanto 
desapodera a la Administración de su potestad de acudir a los medios de ejecución 
forzosa.  
 
No nos corresponde evaluar la mayor o menor prosperabilidad de dicha solicitud de 
legalización, ni realizar ningún juicio indiciario sobre su futuro resultado, sino tan solo 
constatar que la orden de demolición, basada en el carácter ilegalizable de las obras, data 
del año 2008, es firme y ejecutiva, fue confirmada por sentencia firme, y ninguna causa 
concurre para privarla de ejecutividad, no 7 teniendo ese valor la solicitud de legalización 
invocada. Ha transcurrido un dilatado periodo de tiempo sin que se haya procedido al 
cumplimiento de la orden firme de demolición basada en el carácter ilegalizable de la 
obra, y no es admisible dilatar en mayor medida ese periodo de incumplimiento 
otorgando valor suspensivo a cualquier solicitud de legalización que pueda 
presentar el interesado, y que en principio es contraria a la resolución firme y 
ejecutiva que la Administración tiene la potestad de ejecutar forzosamente y el 
interesado la obligación de cumplir.  
 
Admitir ese efecto suspensivo automático equivaldría a dejar en manos del interesado 
evitar en todo momento la ejecución de un acto firme mediante la presentación de 
sucesivos proyectos de legalización, resultado que convertiría al acto firme en una mera 
declaración retórica de intenciones y sin fuerza efectiva de obligar, lo cual es una 
conclusión ilógica que no podemos aceptar, en cuanto comprometería gravemente el 
principio de ejecutividad de los actos administrativos que declaran ilegalizables unas 
obras y ordenan su demolición. En el mismo sentido ya se pronunciaba la sentencia de 
esta Sala y Sección de fecha 7 de junio de 2012, nº 587/2012, invocada por la representación 
procesal de la Administración apelada, que a su vez reiteraba lo dicho en la sentencia de 
esta Sala y Sección de 07/07/0211 en el procedimiento ordinario 4442/2009: "es evidente 
que la ejecución de un acto administrativo que acuerde la demolición de unas obras no 
puede demorarse con la simple presentación de una propuesta de legalización, pues de lo 
contrario quedaría en manos del interesado evitar esa ejecución mediante la presentación 
de sucesivos proyectos de legalización.”  


